PRINCIPIO DE LEGALIDAD – Actos administrativos – Presunción de legalidad – Carácter ejecutorio

[…] si en desarrollo del principio de legalidad la actividad de la Administración debe someterse a las normas de superior jerarquía, se infiere que, mientras no se demuestre lo contrario, una vez se tornen ejecutorios los actos que la comprenden, toda ella se ha realizado conforme al ordenamiento jurídico y por ende queda cobijada con una presunción de legalidad. Con otras palabras, “se considera que la manifestación voluntaria de la administración se encuentra conforme a derecho, y se acepta que reúne todas las condiciones y elementos indispensables para concluir que es un acto regular y perfecto, mientras no se demuestre lo contrario. Es decir, en sentido opuesto, por profundos que sean los vicios en que pueda incurrir un acto administrativo, tendrá validez y fuerza ejecutoria hasta tanto la autoridad competente no se hubiere pronunciado al respecto.”  

Esta presunción de legalidad encuentra cabal desarrollo en los artículos 64 y 66 del Código Contencioso Administrativo que al hacer referencia al carácter ejecutivo y ejecutorio de los actos administrativos, disponen respectivamente que “salvo norma expresa en contrario, los actos que queden en firme al concluir el procedimiento administrativo serán suficientes, por sí mismos, para que la administración pueda ejecutar los actos necesarios para su cumplimiento…” y que “salvo norma expresa en contrario, los actos administrativos serán obligatorios mientras no hayan sido anulados o suspendidos por la jurisdicción en lo contencioso administrativo…”  

Así las cosas, se entiende que todo acto administrativo una vez ejecutoriado produce a plenitud su efectos y se impone su obligatorio cumplimiento por parte de todos los destinatarios hasta tanto la administración no declare lo contrario, por lo cual quien pretenda su nulidad no sólo tiene la obligación de expresar claramente los cargos en los cuales funda la ilegalidad que alega sino que también tiene la carga de demostrar los hechos en que se sustenta esa ilegalidad, pues de no hacerlo así, de un lado, el juez no podrá acometer oficiosamente el estudio de la ilicitud del acto y, de otro lado, se mantendrá incólume la presunción de legalidad que lo ampara.
ACCIÓN CONTRACTUAL – Inepta demanda – Presunción de legalidad – Acto administrativo 

[…] se debe partir de una realidad jurídica consistente en la existencia de un acto administrativo que se encuentra en firme y produciendo a plenitud sus efectos, cuya legalidad no fue impugnada judicialmente por la actora. Con otras palabras, si la actora presentó una petición para que en la liquidación del convenio se tuvieran en cuenta unas sumas a título de restablecimiento de la ecuación económica o financiera del mismo y esta fue denegada por la administración pública contratante mediante un acto administrativo que se encuentra en firme y lo ampara una presunción de legalidad, decisión ésta con la cual se ha mostrado de acuerdo la contratista pues no la cuestionó en la vía judicial, no puede ahora pretender que por vía de la acción contractual le sea reconocido algo que ya le fue negado a través de un acto administrativo que existe, se presume legal y está produciendo a plenitud sus efectos.

[…]

Ahora, aunque en el presente asunto lo pertinente era impugnar la legalidad del acto administrativo por el cual la Administración liquidó unilateralmente el contrato [y aquel que la confirmó], no se puede afirmar que se imponga un fallo inhibitorio , la Sub-sección siguiendo su jurisprudencia resuelve para el caso declarar de oficio la ineptitud sustantiva de la demanda. La Sala llega a estas conclusiones por razones sustantivas, esto es, por no haber sido los actos administrativos, la Resolución 710 de 29 de noviembre de 2005, y la Resolución 854 de 27 de diciembre de 2005 con la que se confirmó la anterior, siendo esto requisito sine qua non para estudiar de fondo el asunto , por lo que habrá lugar a modificar la sentencia apelada de primera instancia, con base en los anteriores argumentos.
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Decide la Sala de Sub-sección el recurso de apelación presentado por la parte demandante contra la sentencia de 11 de febrero de 2010, proferida por el Tribunal Administrativo del Quindío, que negó todas las súplicas de la demanda y no condenó en costas a la parte actora [fl.527 cp].

ANTECEDENTES

1.- La demanda.

1 La demanda fue presentada el 28 de abril de 2006 por la Empresa Social del Estado Hospital Pío X de la Tebaida, por medio de su representante legal para la época Carlos Arturo Marín Martínez, invocando la acción contractual establecida en el artículo 87 del Código Contencioso Administrativo en contra del Instituto Seccional de Salud del Quindío “por el incumplimiento al Convenio Interadministrativo No 024 de 2004”, fundándose en los siguientes hechos: (a) la ESE demandante y el Instituto demandado suscribieron el convenio número 024 de 2004, cuyo objeto era el de “brindar en forma eficiente y oportuna a la población no afiliada al sistema general de seguridad social en salud del Municipio de Tebaida 1.) Los servicios ambulatorios, de urgencias y hospitalización de 1º nivel de complejidad”; (b) el “valor establecido en el convenio fue estimativo, toda vez que para efectos fiscales y presupuestales  se debe presentar un valor que puede fluctuar quedando por debajo o por encima del valor estimado”; (c) la ESE demandante cumplió con el objeto contractual “realizando las atenciones pertinentes a la población pobre no asegurada del municipio de La Tebaida, con base en el censo arrojado por el SISBEN y el Ministerio de la Protección Social, para el Municipio de La Tebaida, servicios que ascendieron a la suma de NOVECINETOS TREINTA Y TRES MILLONES DE PESOS ($933.000.000,oo)”; (d) una vez ejecutaba los anteriores servicios “mes a mes, se presentaban las facturas, los Rips y los documentos necesarios para que el interventor y el Instituto Seccional de Salud, hicieran las revisiones pertinentes y las observaciones o glosas si eran del caso, pero su silencio y no rechazo se interpretó como un recibido a satisfacción y una aceptación tácita a los servicios prestados y a las cuentas presentadas”; y, (e) vencido el término del convenio la ESE demandante envío cuenta de cobro a la entidad demandada “con los respectivos soportes”, con el objetivo de que le cancelaran la suma mencionada antes “pero solo [sic] once meses después el Instituto Seccional profirió la Resolución No 710 de Noviembre [sic] 29 de 2005, liquidando unilateralmente el Convenio [sic] ínteradministrativo [sic] aludido reconociendo únicamente la suma de DOSCIENTOS SETENTA MILLONES CIENTO SETENTA Y TRES MIL SETECIENTOS NUEVE PESOS ($270.173.709,oo) con el argumento que este fue el valor convenido por las partes. Resolución que fue objeto de los recursos pertinentes y confirmado por la misma Institución que lo expidió” [fls.1 y 2 c1].

2 Con base en los anteriores hechos, se formularon como pretensiones: (a) declarar “que entre El [sic] Instituto Seccional de Salud del Quindío y La [sic] Empresa Social del Estado Hospital Pío X de La Tebaida Quindío se suscribió el Convenio Interadministrativo No 024 de Octubre [sic] de 2004 cuyo valor asciende a la suma de NOVECIENTOS TREINTA Y TRES MILLONES DE PESOS ($933.000.000,oo)”; (b) condenar a la entidad demandada “a pagar la suma de SEISCIENTOS SESENTA Y DOS MILLONES OCHOCIENTOS VEINTISEIS MIL DOSCIENTOS NOVENTA Y UN PESOS ($662.826.291,oo) correspondiente a la diferencia existente entre el valor abonado y el valor real del convenio”; (c) condenar a la entidad demandada a pagar intereses comerciales “desde la fecha de terminación del convenio esto es desde el primero de enero de 2005 y hasta que se haga efectivo el correspondiente pago” y; (d) condenarla en costas [fl.3 c1].

2. El trámite procesal.

3 Antes de admitir la demanda el Tribunal requirió a la parte actora allegar copia simple de la demanda y copias auténticas de la posesión del Gerente de la ESE Hospital Pío X de la Tebaida con el que se acredite la representación legal de tal entidad en los términos del artículo 149 del Código Contencioso Administrativo [fl.49 c1].

4 Admitida la demanda
 y notociados la parte actora y el Instituto Seccional de Salud del Quindío
, el asunto se fijó en lista, contestando éste última oponiéndose a las pretensiones de la demanda
.

5 Después de decretar y practicar
 las pruebas peticionadas, luego se corrió traslado a las partes para presentar alegatos
, y a su vez al Ministerio Público para emitir el concepto respectivo. Sin embargo, por auto de 10 de noviembre de 2008 el Tribunal dejó sin efectos la providencia que corrió el traslado para alegar de conclusión, y fijó fecha y hora para celebrar audiencia de conciliación
 [fls.468 y 469 c1]. Posteriormente se corrió traslado a las partes y al Ministerio Público para alegar de conclusión
 [fl.485 c1].

3. La sentencia del Tribunal.
6 El Tribunal Administrativo del Quindío profirió sentencia el 11 de febrero de 2010 en la que resolvió (1) negar todas las pretensiones de la demanda, y (2) no condenar en costas [fl.527 cp].

7 Para tomar estas decisiones el Tribunal se sustentó en las siguientes razones y argumentos:

7.1 Se centra, inicialmente, el Tribunal en determinar “si en virtud del convenio interadministrativo No. 024 de octubre de 2004 suscrito entre las partes procesales, efectivamente se configuró un desequilibrio económico, debido al alegado detrimento patrimonial que supuestamente debió soportar el ente hospitalario demandante”. Para resolver este problema procedió al siguiente análisis probatorio: (a) valora los testimonios rendidos por José Rubiel Ocampo Arboleda y Jorge Luis Montoya Montoya quienes manifestaron “que los servicios prestados por el Hospital Pio X, en virtud del referido convenio interadministrativo, superó el valor estimado en dicho convenio y ascendió a más de novecientos millones de pesos ($900.000.000.oo); es decir, que existió un aumento en la población atendida y en la cantidad de servicios prestados que superó lo previsto, por lo que, en principio, en criterio de la Sala, puede afirmarse que se alteró el equilibrio contractual en detrimento de los intereses legítimos del Hospital Pio X hoy demandante, que debió atender un número mayor de personas, sin que el valor acordado, cubriera dicha atención”; (b) de acuerdo con el documento emitido por el Instituto Seccional de Salud del Quindío “el convenio estaba dirigido a la atención y prestación de servicios de salud a las personas pobres no vinculadas, y que dicha población […] ascendía  a seismil [sic] trescientos cincuenta y siete (6.357) personas”; (c) examinó el convenio interadministrativo encontrando que se fundamentó “en el Art. 49 de la ley 715 de 2001 […] en el mismo se fijaron los parámetros o límites del valor del convenio interadministrativo […] igualmente se estableció el presupuesto máximo del convenio, el cual estaba condicionado a los recursos disponibles por el citado Instituto destinados para el Municipio [sic] de la Tebaida (total convenio $270.173.709.oo, durante la vigencia fiscal del año 2004); de otra parte, se destaca que el interventor debía aprobar los gastos adicionales que se suscitaran con ocasión del convenio”; (d) con base en lo anterior, consideró el Tribunal que “le corresponde al demandante probar que efectivamente realizó mayor cantidad de prestación de servicios de salud, así mismo debe demostrar que el ISSQ dispuso y ordenó medidas unilaterales injustificadas y/o absurdas que implicaron variaciones injustificadas; de igual manera el accionante debió probar que llevó a cabo diligencias tendientes a la aprobación por parte del interventor del convenio 024 de más recursos para continuar prestando los servicios convenidos. Sin embargo, respecto este [sic] último aspecto, observa la Corporación que en el acervo probatorio no obra requerimiento alguno efectuado a la entidad demandada, con el fin de concertar y planear la ejecución del convenio, antes de sobrepasar el valor convenio”; (e) si bien los testimonios coincidieron en manifestar lo mencionado “no es dado sustentar la diferencia económica alegada por el Hospital demandante, en el argumento sostenido [sic] por el señor JOSE RUBIEL OCAMPO ARBOLEDA, Secretario de Gobierno y encargado del Fondo Local de Salud del Municipio [sic] de la Tebaida, al ser interrogado; por el contrario, debió existir concertación al gasto entre el interventor y el Hospital Pio X y no limitarse a pensar éste que el valor de un convenio por ser estimativo y su valor real fijarse sólo hasta el final de su ejecución, podían dejar de aplicarse los principios de la contratación estatal”; (f) así mismo, no era dable “probar el exceso de servicios con los testimonios acercados al proceso, de personas que no aportan grado de certeza a la misma, toda vez que manifestaron desconocer el monto del convenio y el mayor valor demandado”
; (g) en cuanto al medio magnético aportado “no alcanza a ser, como lo pretende la actora, una constancia de la población vulnerable, plenamente identificada, que fuere atendida en dicho Hospital, en virtud del convenio 024 de 2004, pues no obstante dicho medio magnético gozar de valor probatorio y reposar a folio 44 del proceso, el mismo sólo reporta unos nombres de personas con número de identificación que acudieron al Hospital Pio X para recibir atención médica y a cada una de estas atenciones o prestaciones de servicios de salud se le asignó un valor; sin embargo el mismo no le despeja la duda a la Corporación, respecto a la relación entre la población atendida, en él señalada, y el convenio mismo, objeto de debate; pues, no está establecido, en el documento puesto a consideración del Tribunal, que las personas que en ocasiones fueron varias veces atendidas por la entidad accionante eran exclusivamente las personas determinadas en el convenio como población vulnerable, de un lado; de otra parte, tampoco se observan facturas con la firma de las personas atendidas e identificadas como población vulnerable para hacer el efectivo recobro. Adicionalmente, el documento, no permite inferir a la Sala que el número de personas allí indicadas hayan recibido la atención por fuera de lo pactado”
; y, (h) en cuanto a los documentos relacionados con el pago de la seguridad social de los funcionarios de la ESE Hospital Pio X de la Tebaida consideró el Tribunal que “no es dado dirigir todo el peso o la carga del Hospital Pio X, en cabeza de la Seccional de Salud; pues no se detecta, de la documentación que reposa […] que todos los médicos hubieran atendido, de manera exclusiva a la población vulnerable, en desarrollo del convenio 024/2004” [fls514 a 524 cp].

Del análisis probatorio anterior el Tribunal concluyó “que no existe prueba suficiente que de certeza sobre la ejecución de la mayor cantidad de servicio a la población pobre no afiliada, que implique un mayor valor del convenio 024/2004, por lo que no es viable imponer la obligación, al Instituto Seccional de Salud demandado, de pagar la suma que aduce el Hospital accionante, por cuanto no se demostró que hubiere atendido mayor número de población no vinculada de la prevista en el aludido convenio” [fl.524 cp].

7.2 En cuanto a las excepciones planteadas por la entidad demandada, esto es, las de “cobro de lo no debido” y “convenio cumplido” el Tribunal consideró que tenía la vocación de prosperidad “habida cuenta, que respecto a la primera de las nombradas, el valor que exige el ente accionante que sea cancelado, excede la cuantía y los límites fijados en el convenio 024 de 2004 y, por sobretodo, en el sub judice no se probó que el Hospital Pio X hubiera prestado la mayor cantidad de servicios alegada” [fl.524 cp].

A lo que se agregó por el a quo que la excepción de “convenio cumplido” debía prosperar ya que “el ISSQ dio cumplimiento al pago del convenio en los términos que establece el contrato, según se desprende del informe de interventoría” y complementando con el testimonio rendido por Edgar Arias Calle [fl.524 cp].

7.3 Finalmente, consideró el Tribunal que pese a “no haber realizado el pago directamente, el ente demandado, al liquidar el contrato del excedente que ascendió a la suma de treinta y cuatro millones doscientos sesenta y ocho mil cuatrocientos veintisiete pesos ($34.268.427.oo) debido a la negativa del Hospital accionante, el obligado al pago, lo efectuó mediante consignación, tal como lo señaló en las Resoluciones Nº 710 de 29 de noviembre de 2005 […] y 854 del 27 de diciembre del mismo año” [fl.525 cp].

4. El recurso de apelación presentado.
8 Contra la sentencia de primera instancia se alzó la parte demandante de la siguiente manera.

8.1 Señaló que el “ISSQ profirió la Resolución No. 710, del 29 de noviembre de 2005, por medio de la cual unilateralmente liquidó el convenio interadministrativo No. 024/2004, reconociendo como valor la suma de DOSCIENTOS SETENTA MILLONES CIENTO SESENTA Y TRES MIL SETECIENTOS NUEVE PESOS ($270.173.709.oo)” [fl.530 cp].

8.2 Contra dicha decisión la gerencia de la ESE Hospital Pio X de la Tebaida interpuso recurso de reposición “siendo confirmado dicho acto administrativo mediante Resolución No 854 de diciembre de 2005” [fl.530 cp].

8.3 La ESE Hospital Pio X de la Tebaida inició la acción contractual presentando como pretensiones que se declarara que entre la demandante y el Instituto Seccional de Salud del Quindío se suscribió el convenio número 024 de 2004 y que se condenara a esta última a pagar la suma de “SEISCIENTOS SESENTA Y DOS MILLONES OCHOCIENTOS VEINTISEIS MIL DOSCIENTOS NOVENTA Y UN PESOS ($662.826.291.oo), correspondientes a la diferencia existente entre el valor abonado y el valor real del convenio” [fl.530 cp].

8.4 Se afirmó que con los medios probatorios aportados y recaudados, “especialmente con los respectivos RIPS presentados mes a mes, de los servicios prestados en cada período facturado, como lo avaló el señor EDGAR ARIAS CALLE, interventor del ISSQ, se demostró que la E.S.E. Hospital Pío X de la Tebaida, Quindío, en cumplimiento del convenio No. 024 de octubre de 2004, atendió un número mayor de personas pobres que superaron el tope del valor del convenio, ascendiendo a la suma de $933.000.000.oo” [fl.531 cp]. Dicho evento, según la entidad demandante y apelante, quedó comprendido en el parágrafo primero de la cláusula tercera del convenio.

Se agregó, que “en momento alguno el interventor del ISSQ objetó las cuentas de cobro acompañadas por los RIPS, lo que en concordancia con las normas, se constituyó en una clara aceptación de la deuda a favor de la E.S.E. Hospital Pío X de La Tebaida” [fl.531 cp].

8.5 Consideró que con base en el análisis del oficio de 19 de mayo de 2004 y de la prueba testimonial se llegaba a la conclusión “que existió un desequilibrio económico en detrimento de la E.S.E. Hospital Pío X de La Tebaida, por incumplimiento de la entidad estatal contratante […] por consiguiente, tendrá que restablecer la ecuación surgida al momento del nacimiento del convenio y en los términos de los parágrafos primero y segundo de la cláusula tercera del aludido convenio 024 de octubre de 2004” [fl.532 cp].

9 El Tribunal Administrativo del Quindío por auto de 25 de marzo de 2010 concedió el recurso de apelación presentado oportunamente por la parte demandante [fl.537 cp].

5. Actuación en segunda instancia.
10 Mediante auto de 24 de junio de 2010 esta Corporación admitió el recurso [fl.541 cp]. Luego se corrió traslado por auto de 22 de julio de 2010 [fl.543 cp], para que las partes presentaran los alegatos finales, y en caso de solicitarlo al Ministerio Público para que emitiera su concepto.
11 En su concepto el Ministerio Público solicitó denegar las pretensiones de la demanda por “ineptitud sustantiva de la demanda” con base en los siguientes argumentos: (a) consideró como problema jurídico “determinar si tiene vocación de prosperar las pretensiones a pesar de que no fueron demandados los actos de liquidación unilateral” [fl.547 cp]; (b) abordado el mismo conceptuó que “las pretensiones de la demanda debe ser denegadas por ineptitud sustantiva de la demanda, pues la reclamación de la actora se topa con un acto administrativo debidamente ejecutoriada contenido en la Resolución Nº 710 de 29 de noviembre de 2005”, que luego fue confirmada “en la Resolución No 854 de 27 de diciembre de 2005, o sea que el negocio jurídico y las relaciones  que de él surgieron fueron finiquitadas por un acto que goza de presunción de legalidad” [fl.550 cp]; (c) luego, la parte actora “para sacar avante sus pretensiones debía solicitar la anulación de los actos de liquidación unilateral, petición que omitió, pues no impugnó su legalidad, única vía posible para que el juez de lo contencioso pudiera revisar el acto administrativo contentivo de la liquidación unilateral del convenio y proceder a realizar una nueva liquidación que incluyera el valor de los servicios médicos reclamados” [fl.550 cp]; y, (d) agregando que “la legalidad del acto de liquidación unilateral era de bulto puesto que no se reconoce la potestad a la administración contratante para liquidar unilateralmente el contrato interadministrativo” [fl.551 cp].

12 Las partes en esta instancia guardaron silencio.

13 No advirtiéndose causal de nulidad que pueda invalidar lo actuado se procede a desatar las alzadas previas las siguientes

CONSIDERACIONES
1. Como apeló la parte demandante, la Sala de Sub-sección abordará el mismo con el alcance que la Constitución, la ley y la sentencia de la Sala Plena de la Sección Tercera de 9 de febrero de 2012 [expediente 21060] han determinado.

1.1 En vista de que sólo apeló la parte actora, debe tenerse en cuenta la sentencia de Sala Plena de la Sección Tercera de 9 de febrero de 2012 [expediente 21060] donde se dirimió una cuestión de derecho para llegar a la solución jurídica en los siguientes términos:

“Conviene puntualizar que la no reformatio in pejus –al igual que ocurre con la casi totalidad de las garantías y de los derechos que el ordenamiento jurídico consagra y tutela– no tiene alcance absoluto o ilimitado, comoquiera que su aplicación encuentra, al menos, dos importantes restricciones de carácter general, a saber: i).- En primer lugar debe resaltarse que la imposibilidad de reformar el fallo de primer grado en perjuicio o en desmedro del apelante sólo tiene cabida cuando la impugnación respectiva sea formulada por un solo interesado (apelante único), lo cual puede comprender diversas hipótesis fácticas como aquella que corresponde a casos en los cuales, en estricto rigor, se trata de varias apelaciones desde el punto de vista formal, pero interpuestas por personas que aunque diferentes entre sí, en realidad comparten un mismo interés dentro del proceso o integran una misma parte dentro de la litis (demandada o demandante), por lo cual materialmente han de tenerse como impugnaciones únicas; ii).- En segundo lugar ha de comentarse que en aquellos casos relacionados con la apelación de los fallos inhibitorios de primer grado, en los cuales el juez de la segunda instancia encuentre que hay lugar a proferir una decisión de mérito, así deberá hacerlo “… aun cuando fuere desfavorable al apelante” [artículo 357, inciso final, C. de P. C.]
.

[…]

Por regla general el marco fundamental de competencia del juez de segunda instancia lo constituyen las referencias conceptuales y argumentativas que se aducen y esgrimen en contra de la decisión que se hubiere adoptado en primera instancia, por lo cual, en principio, los demás aspectos, diversos a los planteados por el recurrente, están llamados a excluirse del debate en la instancia superior, sin perjuicio de los casos previstos o autorizados por la Constitución Política o por la ley, toda vez que en el recurso de apelación operan tanto el principio de congruencia
 de la sentencia como el principio dispositivo
, razón por la cual la jurisprudencia nacional ha sostenido que “las pretensiones del recurrente y su voluntad de interponer el recurso, condicionan la competencia del juez que conoce del mismo. Lo que el procesado estime lesivo de sus derechos, constituye el ámbito exclusivo sobre el cual debe resolver el ad quem: ‘tantum devolutum quantum appellatum’”
.

Ahora bien, en relación con la mencionada regla general, según la cual aquellos temas no propuestos en el recurso de alzada estarían llamados a excluirse del conocimiento del juez ad quem, conviene precisar que dicha regla general no es absoluta, puesto que la misma debe entenderse y admitirse junto con las excepciones que se derivan, por ejemplo, i) de las normas o los principios previstos en la Constitución Política; ii) de los compromisos vinculantes asumidos por el Estado a través de la celebración y consiguiente ratificación de Tratados Internacionales relacionados con la protección de los Derechos Humanos y la vigencia del Derecho Internacional Humanitario, o iii) de las normas legales de carácter imperativo, dentro de las cuales se encuentran, a título puramente ilustrativo, aquellos temas procesales que, de configurarse, el juez de la causa debe decretar de manera oficiosa, no obstante que no hubieren sido propuestos por la parte impugnante como fundamento de su inconformidad para con la decisión censurada”
.
1.2 Con fundamento en la sentencia de Sala Plena se abordará el estudio y decisión del recurso de apelación presentado únicamente por la parte demandante.

2. De la lectura de la demanda tanto en el acápite de normas violadas, como en el concepto de violación, se encuentra que demandante centra el debate jurídico, que reitera en la apelación, que se produjo un desequilibrio económico del contrato ya que no se le cancelaron una suma que asciende a “SEISCIENTOS SESENTA Y DOS MILLONES OCHOCIENTOS VEINTISEIS MIL DOSCIENTOS NOVENTA Y UN PESOS ($662.826.291.oo), correspondientes a la diferencia existente entre el valor abonado y el valor real del convenio”.
3. Para resolver lo pertinente, la Sala, retomando la problemática jurídica propuesta por la parte actora, precisará el alcance de los conceptos adoptados como ratio decidendi para sustentar su decisión así: 4) finalidades de la actividad estatal en el marco de la contratación estatal; 5) afirmación del principio de legalidad como consecuencia de dichas finalidades; 6) presupuestos procesales y legalidad de los actos administrativos; 7) análisis del caso concreto.

4. Finalidades de la actividad estatal en el marco de la contratación estatal.

Ya en anteriores oportunidades ésta Sala había tenido la oportunidad de señalar que conforme a lo previsto en los artículos 2°, 209 y 365 del texto constitucional, la actividad del Estado debe estar encaminada, de un lado, al servicio de los asociados y a la promoción de la prevalencia de los intereses generales y, de otro, a garantizar la adecuada, continua y eficiente prestación de los servicios públicos. 

Este objeto de la actividad de la Administración comprende múltiples facetas pero en todo caso, sin importar cuál de ellas se trate, su actuación supone la existencia de un acto administrativo, pues éste es el instrumento mediante el cual la Administración expresa su designio y cumple sus propósitos, actividad aquella que se rige no sólo por los principios constitucionales que la guían sino también por los llamados supra principios del Estado de derecho como lo son el de legalidad, el de prevalencia del interés general, el de prevalencia y respeto a los derechos fundamentales y el de control a la actividad pública, entre otros.

“El principio de legalidad determina y limita el ejercicio del poder público, brinda a los administrados estabilidad y seguridad jurídica y, en relación con la función administrativa, debe entenderse como “la necesaria conformidad de sus actos con el ordenamiento jurídico en general, y con el que le da fundamentación en especial,” de tal manera que “la administración no podrá realizar manifestación alguna de voluntad que no esté expresamente autorizada por el ordenamiento” y que todos sus pronunciamientos “deben buscar el bienestar, el interés público y el bien general de los asociados.”

5. Afirmación del principio de legalidad como consecuencia de dichas finalidades.

En consecuencia, si en desarrollo del principio de legalidad la actividad de la Administración debe someterse a las normas de superior jerarquía, se infiere que, mientras no se demuestre lo contrario, una vez se tornen ejecutorios los actos que la comprenden, toda ella se ha realizado conforme al ordenamiento jurídico y por ende queda cobijada con una presunción de legalidad.

Con otras palabras, “se considera que la manifestación voluntaria de la administración se encuentra conforme a derecho, y se acepta que reúne todas las condiciones y elementos indispensables para concluir que es un acto regular y perfecto, mientras no se demuestre lo contrario. Es decir, en sentido opuesto, por profundos que sean los vicios en que pueda incurrir un acto administrativo, tendrá validez y fuerza ejecutoria hasta tanto la autoridad competente no se hubiere pronunciado al respecto.”
 

Esta presunción de legalidad encuentra cabal desarrollo en los artículos 64 y 66 del Código Contencioso Administrativo que al hacer referencia al carácter ejecutivo y ejecutorio de los actos administrativos, disponen respectivamente que “salvo norma expresa en contrario, los actos que queden en firme al concluir el procedimiento administrativo serán suficientes, por sí mismos, para que la administración pueda ejecutar los actos necesarios para su cumplimiento…” y que “salvo norma expresa en contrario, los actos administrativos serán obligatorios mientras no hayan sido anulados o suspendidos por la jurisdicción en lo contencioso administrativo…”
 

Así las cosas, se entiende que todo acto administrativo una vez ejecutoriado produce a plenitud su efectos y se impone su obligatorio cumplimiento por parte de todos los destinatarios hasta tanto la administración no declare lo contrario, por lo cual quien pretenda su nulidad no sólo tiene la obligación de expresar claramente los cargos en los cuales funda la ilegalidad que alega sino que también tiene la carga de demostrar los hechos en que se sustenta esa ilegalidad, pues de no hacerlo así, de un lado, el juez no podrá acometer oficiosamente el estudio de la ilicitud del acto y, de otro lado, se mantendrá incólume la presunción de legalidad que lo ampara.

6. Presupuestos procesales y legalidad de los actos administrativos.
Los presupuestos procesales son las condiciones necesarias para que la relación jurídica procesal nazca válidamente y en consecuencia se pueda decidir sobre el mérito de la cuestión litigiosa. 

En lo relativo a las providencias judiciales, se denominan inhibitorias aquellas en virtud de las cuales, la inobservancia de ciertos presupuestos procesales conllevan a que el funcionario judicial se abstenga de proferir una resolución de fondo respecto de un determinado asunto que se somete a su decisión.

Si bien se había venido sosteniendo que los presupuestos para que una relación jurídico procesal pudiera surgir válidamente eran la demanda en forma, la competencia del juez, la capacidad para ser parte y la capacidad procesal, y que la ausencia de alguna de ellas conducía a sentencia inhibitoria, lo cierto es que hoy en día se entiende que la inhibición por la ausencia de presupuestos procesales se reduce a la falta de capacidad para ser parte y a algunos casos excepcionales de inepta demanda pues las dos restantes, así como cualquier otro vicio que expresamente señale la ley, configuran causales de nulidad que deben regirse por los artículos 140 y siguientes del Código de Procedimiento Civil
 y 132 y siguientes del Código General del Proceso. 

Aún más, ni siquiera en tratándose de una inepta demanda, puede afirmarse que se justifique la presencia de un fallo inhibitorio, pues la sola existencia de éste vicio no impide jurídicamente que el funcionario judicial emita un pronunciamiento de fondo, salvo casos excepcionales tales como la indebida acumulación de pretensiones.

Pero no ocurre lo mismo cuando el defecto consiste, por ejemplo, en que no se impugna la legalidad de un acto administrativo que se presume válido, se encuentra en firme y está produciendo a plenitud sus efectos y luego se pretende el reconocimiento de unas pretensiones que ya han sido denegadas por medio de éste, pues en tal hipótesis lo procedente no es la sentencia inhibitoria sino una decisión de fondo desestimando lo pretendido en ella.

Así que en estas circunstancias el juez, en lugar de negarse a resolver el conflicto pues a esto equivale una sentencia inhibitoria, lo que debe hacer es desatar el fondo de la cuestión litigiosa negando lo pretendido por el demandante.

7. Análisis del caso en concreto.
En el asunto que aquí se examina por la vía de la apelación aparece que el convenio interadministrativo número 024 se celebró y suscribió en octubre de 2004, y tuvo por objeto: “[…] brindar en forma eficiente y oportuna a la población no afiliada al Sistema General de Seguridad Social en Salud del Municipio [sic] de TEBAIDA. 1.) los servicios ambulatorios, de urgencias y hospitalización de 1º. Nivel [sic] de complejidad, los cuales deberán estar habilitados por el contratante previo cumplimiento del sistema único de habilitación según decreto 2309/2002 y Resolución 1439/2002, (Anexo #1) en forma oportuna, eficiente y con accesibilidad para la población pobre y vulnerable(no afiliados al SGSSS) y a la población del régimen subsidiado, en aquellos eventos no contenidos en el POS-S para el primer nivel del municipio de TEBAIDA. 2. Las actividades de Protección Específica y Detección Temprana y las correspondientes a las Guías de Atención Integral serán prestadas según demanda y priorizadas de acuerdo a las primeras causas de Morbimortalidad [sic] del municipio (Anexo #5) […]” [fls.9 a 12 c1].

De acuerdo con la cláusula tercera del convenio la ESE Hospital Pio X de la Tebaida, demandante en esta instancia, se obligó a que el “valor del presente Convenio se estima en la suma de DOSCIENTOS SETENTA MILLONES CIENTO SETENTA Y TRES MIL SETECIENTOS NUEVE PESOS ($270.173.709 correspondiente a ($133.100.00) CIENTO TREINTA Y TRES MILLONES CIEN MIL PESOS: Sistema General de Participaciones- Aportes Patronales. Y CIENTO TREINTA Y SIETE MILLONES SETENTA Y TRES MIL CIENTO OCHENTA Y DOS PESOS ($137.073.709 Sistema General de Participaciones-Prestación de Servicios”. Así como a lo estipulado en los parágrafos primero y segundo de la misma cláusula tercera según los cuales: “PARAGRAFO PRIMERO: En cumplimiento del artículo 49 de la Ley 715 de 2001, una vez se realice la distribución definitiva de acuerdo con los resultados que sobre población pobre no asegurada arroje el cruce de datos entre el SISBEN (aplicado por cada municipio) y la base de datos única de afiliados del (Ministerio de la PROTECCIÓN [sic] Social se ajustara [sic] el valor del presente convenio. PARAGRAFO SEGUNDO: El valor definitivo del convenio será lo facturado por las [sic] IPS debidamente autorizado por el interventor correspondiente, teniendo como tope los recursos disponibles por el instituto para la población pobre no afiliada […]”.

Ahora bien, conforme con la cláusula segunda del convenio la duración del mismo “será a partir de la fecha de legalización del mismo hasta el 31 de Diciembre [sic] del 2.004”. A lo que se agrega, según el parágrafo de la misma cláusula que los “servicios prestados hasta la fecha por EL HOSPITAL a la población objeto de este convenio serán cancelados con cargo a este convenio”.

A su vez, la cláusula novena del convenio establece que le “son aplicables al presente Convenio las cláusulas de INTERPRETACION UNILATERAL, MODIFICACION UNILATERAL Y [sic] TERMINACION UNILATERAL”. En tanto que el parágrafo primero de la misma cláusula estipula que se “podrá dar por terminado unilateralmente el presente convenio y exigir el pago de perjuicios a que haya lugar cuando una de las partes incumpla sus obligaciones […]”.

Además, la cláusula décima segunda del convenio estipula que la “liquidación del Convenio será hecha de común acuerdo entre las partes, según la legislación vigente a más tardar dentro de los cuatro (4) meses siguientes a la finalización del Convenio. En el acta de liquidación constarán los acuerdos, conciliaciones y transacciones a que llegaren las partes para poner fin a las divergencias presentadas durante la ejecución del Convenio. Si EL HOSPITAL no presenta a la liquidación, no allega los documentos requeridos, o las partes no llegan a acuerdos sobre el Convenio de la liquidación, ésta será practicada unilateralmente por EL INSTITUTO y se adoptará por Resolución motivada” [fls.9 a 12 c1].

Por oficio de 7 de febrero de 2005 [con la misma fecha de recibido], del Gerente de la ESE Hospital Pío X de la Tebaida dirigido a la Directora del Instituto Seccional de Salud del Quindío [fls.37 y 38 c1], se solicitó autorizar el pago “del total de los recursos adeudados por concepto de atenciones a la población vinculada”, con base en los siguientes argumentos:

“[…] 6. Que los contratos o convenios firmados entre el ISSQ y los diferentes hospitales del departamento del primer nivel para atender la población vinculada fueron por la modalidad de evento a tarifas SOAT, y en ningún momento por capitación, pues si se hubiera dado esta ultima [sic] modalidad el ISSQ para el caso específico de la Tebaida debería haber definido cuales [sic] seis mil quinientas personas de las catorce mil o mas [sic] vinculadas serian [sic] las que se atenderían.

7. Que con base en esa distribución el ISSQ decidió contratar con el hospital PIO X  de la Tebaida la suma de DOSCIENTOS SETENTA MILLONES DE PESOS, partiendo de la premisa de que en dicho Municipio [sic] la población vinculada era de aproximadamente 6,500 personas y que los vinculados del Departamento exceptuando Armenia y Calarca [sic] eran aproximadamente 65.000 personas. Lo anterior a sabiendas de que en el Municipio [sic] y según la base de datos SISBEN que mensualmente se enviaba al ISSQ la población vinculadas [sic] pasaba de CATORCE MIL PERSONAS.

8. Que la ESE Hospital PIO X de La Tebaida presto [sic] a la población vinculada servicios por valor de NOVECIENTOS TREINTA MILLONES, durante el año 2004, habiendo recibido hasta la fecha solo DOSCIENTOS TREINTA Y CINCO MILLONES, por lo que el ISSQ le adeuda aproximadamente SETECIENTOS MILLONES.

[…]

13. Que si analizamos los recursos que el ISSQ manejó y recibió […] para el pago de los servicios del primer nivel a los diferentes hospitales, y los servicios efectivamente prestados por todos los hospitales de primer nivel durante la vigencia incluyendo los NOVECIENTOS TREINTA Y TRES MILLONES de nuestra institución, vemos que recurso [sic] del departamento eran suficientes para cubrir todos los servicios prestados” [fls.37 y 38 c1].

Luego, por oficio de 10 de mayo de 2005 [con la misma fecha de recibido], del Gerente de la ESE Hospital Pío X de la Tebaida dirigido a la Directora del Instituto Seccional de Salud del Quindío [fls.39 y 40 c1], se manifestó no estar de acuerdo con el acta de liquidación elaborada y solicitó:

“[…] 1. Se elabore acta donde el ISSQ, reconozca los servicios efectivamente prestados por cada IPS durante la vigencia 2004, debidamente valorizados.

2. Que en la misma acta y teniendo en cuenta la bolsa global de recursos del año 2004, incluidos los asignados mediante documento CONPES 088, y en cumplimiento de los preceptos de la ley 715 sobre compra de servicios y distribución por niveles de atención, se realice la asignación definitiva de recursos vigencia 2004 para atención de población vinculada.

3. Que en base [sic] a lo anterior se realicen los ajustes correspondientes a los convenios y se proceda al pago a cada institución” [fl.40 c1].

Con relación a los anteriores obra el oficio, de 7 de junio de 2005, de la Directora del Instituto Seccional de Salud del Quindío [fls.176 y 177 y 181 y 182 c1], dirigida al gerente de la ESE Hospital Pío X de la Tebaida, contestado a las solicitudes realizadas [fls.176 y 177 y 181 y 182 c1].

Así mismo, por oficio de 12 de agosto de 2005 [con fecha de recibido de 19 de agosto de 2005], del Gerente de la ESE Hospital Pío X de la Tebaida dirigido a la Directora del Instituto Seccional de Salud del Quindío [fls.41 y 42 c1], se solicitó: (a) responder al derecho de petición de 8 de junio de 2005; (b) que se “de cumplimiento a los términos legales de la liquidación del convenio 024 de 2004, toda vez que dicho convenio tenia [sic] vigencia hasta el 31 de diciembre de 2004, debiendo procederse a su liquidación dentro de los 4 meses siguientes, solo hasta el día viernes 06 de mayo, o sea ya en el quinto mes, recibí de parte del señor EDGAR ARIAS CALLE, profesional universitario del ISSQ, la propuesta de acta de liquidación para revisión y firma; el día 10 de mayo del presente año, con recibido por su despacho del mismo día 10, envié oficio mediante el cual planteaba objeciones al acta recibida y solicitaba realizar ajustes, sin recibir hasta la fecha ni respuesta ni notificación de ninguna otra actuación administrativa al respecto”, y; (c) responder a la comunicación de 7 de febrero de 2005 [fl.41 c1].

De acuerdo con el Oficio, de 2 de septiembre de 2005, de la Subdirectora Administrativa y Financiera del Instituto Seccional de Salud del Quindío y dirigido al gerente de la ESE Hospital Pío X de la Tebaida [fl.186 c1], se envío documento del comité técnico [fls.187 y 188 c1].

Con posterioridad, mediante el oficio de 4 de septiembre de 2005 [con fecha de recibido de 5 de septiembre de 2005], del Gerente de la ESE Hospital Pío X de la Tebaida dirigido a la Directora del Instituto Seccional de Salud del Quindío [fls.43 y 44 c1], se manifestó el desacuerdo con la propuesta de liquidación del convenio y se solicitó convocar un tribunal de arbitramento [fls.43 y 44 c1].

El 3 de noviembre de 2005 se presentó oficio [con fecha de recibido 8 de noviembre de 2005], del Gerente de la ESE Hospital Pío X de la Tebaida dirigido a la Directora del Instituto Seccional de Salud del Quindío [fl.46 c1], con el que se solicitó:

“[…] 1. Se conforme un comité de arbitramento con Cámara de Comercio para proceder a la liquidación del convenio 024 de 2004.

2. Mientras se da la liquidación del convenio se nos cancele los recursos que estaban apropiados y que ascienden ala [sic] suma de 37 millones.

3. Se programe reunión con la superintendencia nacional de salud, el Ministerio, el ISSQ, la alcaldesa Municipal [sic], un representante de la junta directiva y esta gerencia para definir el monto de los recursos a contratar para la vigencia 2005, los servicios que se incluirán, y que pasara o mejor, como la comunidad recibirá y por parte de quien los servicios que quedarían fuera del convenio.

4. Mientras que da esta reunión, se proceda a realizarnos el pago de cómo [sic] mínimo los servicios de urgencias, hospitalización y atenciones a menores de 1 año y embarazadas” [fl.46 c1].

El 17 de noviembre de 2005 la Subdirectora Administrativa y Financiera del Instituto Seccional de Salud del Quindío [fl.190 c1], remitió oficio con el que se anexó el “acta de liquidación del convenio 024 de 2004”.

El 21 de noviembre de 2005 la Subdirectora Administrativa y Financiera del Instituto Seccional de Salud del Quindío por oficio envió medio magnético para responder derecho de petición del gerente de la ESE Hospital Pío X de la Tebaida [fl.191 c1].

El 23 de noviembre de 2005 el Director encargado del Instituto Seccional de Salud del Quindío [fls.194 y 195 c1], por oficio dirigido al gerente de la ESE Hospital Pío X de la Tebaida informó que se procedía a la liquidación unilateral del convenio [fls.194 y 195 c1].

El 29 de noviembre de 2005 se expidió la Resolución 710, expedida por la Directora del Instituto Seccional de Salud del Quindío [fls. 13 a 20, 197 a 204, y 232 a 239 c1], notificada el 1 de diciembre de 2005, “POR MEDIO DE LA CUAL SE LIQUIDA UNILATERALMENTE EL CONVENIO INTERADMINISTRATIVO NUMERO 024 DE 2004, SUSCRITO ENTRE LA ESE HOSPITAL PIO X DEL MUNICIPIO DE LA TEBAIDA Y EL INSTITUTO SECCIONAL DE SALUD DEL QUINDIO, PARA LA PRESTACION DE SERVICIOS DE SALUD DE PRIMER NIVEL DE ATENCIÓN”, de cuya parte considerativa se tiene en cuenta:

“[…] Que el Instituto Seccional de Salud del Quindío, en fecha mayo 06 de 2005, a través del interventor, señor EDGAR ARIAS CALLE, le hace llegar al doctor CARLOS ARTURO MARIN MARTINEZ, en su calidad de Gerente de la ESE Hospital Pio [sic] X del municipio de La Tebaida, el acta de liquidación del convenio 024 de 2004, para la respectiva firma.

Mediante oficio de fecha mayo 10 de 2005, el Doctor MARIN MARTINEZ, hace observaciones al acta de liquidación, solicitando:

1.- Se elabore acta donde el Instituto, reconozca los servicios efectivamente prestados por cada IPS durante la vigencia 2004, debidamente valorizados.

2.- Que en la misma acta y teniendo en cuenta la bolsa global de recursos del año 2004, incluidos los asignados mediante documento CONPES 088, y en cumplimiento de los preceptos de la Ley 715 sobre compra de servicios y distribución por niveles de atención, se realice la asignación definitiva de recursos vigencia 2004 para atención de población vinculada.

3.- Que con base en lo anterior, se realicen los ajustes correspondientes a los convenios y se proceda al pago a cada institución.

Posteriormente mediante oficio de fecha agosto del presente año, la Subdirección Administrativa y Financiera del Instituto, de acuerdo con las inquietudes planteadas por el doctor CARLOS ARTURO MARIN MARTINEZ le manifiesta:

Ser cierto el contenido del parágrafo primero de la cláusula tercera del convenio suscrito, lo anterior de acuerdo con las precisas instrucciones impartidas en los CONPES SOCIALES 77 y 79.

Con base en los documentos anteriores y el CONPES 88 la Subdirectora Administrativa presentó a discusión el documento Distribución de Recursos SGP.

Documento que al ser analizado en el comité técnico a la luz de los CONPES 77, 79 y 88 y en especial lo establecido por el decreto 4053 de 2004, artículo 1º, se determino [sic] la no distribución de esos recursos y en consecuencia adicionarlos al presupuesto para la vigencia del 2005.

El texto de la norma citada es del siguiente tenor:

Decreto 4053 de 2004. “Artículo 1º.

“Para efectos de la aplicación del inciso 1 del artículo 86 de la Ley 715 de 2015, no se consideran deficiencias de información el cambio de fuente de información para determinadas variables utilizadas en la distribución del Sistema General de Participaciones.

Cuando al momento de efectuar la distribución, fuera certificada al Departamento Nacional de Planeación una nueva fuente de información para determinadas variables, ésta sólo se aplicará en la distribución de los recursos apropiados en el Presupuesto General de la Nación pendientes por distribuir. En tal circunstancia, las distribuciones efectuadas con anterioridad en la respectiva vigencia fiscal, con base en otras fuentes de información certificadas al momento de la distribución, no serán modificadas”.

Nuevamente con las aclaraciones hechas le envía el acta de liquidación del convenio 024 de 2004, para la firma y proceder a cancelar el saldo pendiente. Recordándole ser un segundo requerimiento para la firma del acta de liquidación y la procedencia de no hacerlo, de efectuar unilateralmente la liquidación.

Luego. El Instituto recibe del Gente [sic] de la ESE hospital Pio [sic] X, el 08 de noviembre de 2005, oficio de derecho de petición, en el cual se solicita:

1.- Se conforme un comité de arbitramento con Cámara de Comercio para proceder a la liquidación del convenio 024 de 2004.

2.- Mientras se de la liquidación del convenio se le cancele los recursos que estaban apropiados y ascienden a la suma de 37 millones.

3.- Se programe reunión con la Superintendencia Nacional de Salud, el Ministerio, ISSQ, la alcaldesa Municipal [sic], un representante de la junta directiva y la gerencia para definir el monto de los recursos a contratar para la vigencia 2005; y,

4.- Mientras se da esta reunión, se proceda a realizar el pago de cómo mínimo los servicios de urgencias, hospitalización y atenciones a menores de un año y embarazadas.

Mediante respuesta dada por el Instituto Seccional de Salud en noviembre 24 de 2005, al Gerente de la ESE hospital Pio [sic] X de la Tebaida, se le informa, que de acuerdo a lo manifestado por el Ministerio de la Protección Social, a través de la Dirección General de Calidad y la Ofician [sic] Jurídica de manera verbal, han referido la autonomía y competencia que tiene el ente territorial para la compra de servicios de salud.

De otra parte se le informa, que en vista de que a la fecha el convenio para la prestación de servicios a la población pobre no afiliada del municipio de la Tebaida no ha sido firmado y el pago de estos servicios de constituiría para efectos presupuestales en un hecho cumplido, el Instituto procederá a cancelar los servicios prestados por concepto de urgencias.

En cuanto al convenio 024 de 2004, debido a que se han hechos [sic] requerimientos para su firma sin obtenerse resultados positivos, se procederá a dar aplicación al contenido de la cláusula décima segunda del mismo convenio […]

Que de acuerdo al informe de interventoría presentado y el acta de liquidación proyecta [sic] y enviada al Gerente de la ESE Hospital Pio [sic] X del municipio de la Tebaida, no firmada a la fecha, tal como se ha hecho mención, se tiene la siguiente liquidación:

VALOR TOTAL DEL CONVENIO………………………….. 
$270.173.709.oo

Así:

Sistema General de Participaciones-Aportes Patronales
$133.100.000.oo

Prestación de servicios……………………………………..
$137.073.709.oo

VALOR PAGADO……………………………………………
$235.905.282.oo

Sistema General de Participaciones-Aporte Patronal..

$133.100.000.oo

Prestación de Servicios………………………………………..
$102.805.282.oo

Por pagar………………………………………………………...
$34.268.427.oo

De conformidad con el contenido del artículo 61 de la Ley 80 de 1993 […]

Que el Instituto Seccional de Salud del Quindío ha requerido en varias oportunidades al Gerente de la ESE Hospital Pio [sic] X del Municipio [sic] de la Tebaida, doctor CARLOS ARTURO MARIN MARTINEZ para la firma del acta de liquidación del convenio 024 de 2004, sin que a la fecha se hubiese obtenido respuesta positiva a dichos requerimientos, tal como se ha dejado establecido anteriormente. Siendo procedente en consecuencia dar aplicación al contenido del artículo 61 de la Ley 80 de 1993” [fls.13 a 18 c1].

Como consecuencia de las anteriores consideraciones se resolvió:

“[…] ARTÍCULO PRIMERO: Liquidar Unilateralmente [sic] el convenio interadministrativo 024 suscrito en octubre de 2004, con la ESE Hospital Pio [sic] X del municipio de la Tebaida, para la atención de la prestación de servicios de salud a la población no afiliada clasificada por Sisben en estratos 1-2, al Sistema General de Seguridad Social en Salud, tal como se procede a continuación:

LIQUIDACIÓN

VALOR TOTAL DEL CONVENIO………………………….. 
$270.173.709.oo

Así:

Sistema General de Participaciones-Aportes Patronales
$133.100.000.oo

Prestación de servicios……………………………………..
$137.073.709.oo

VALOR PAGADO……………………………………………
$235.905.282.oo

Sistema General de Participaciones-Aporte Patronal..

$133.100.000.oo

Prestación de Servicios………………………………………..
$102.805.282.oo

Por pagar………………………………………………………...
$34.268.427.oo.

ARTICULO SEGUNDO: Como quiera que la liquidación arroja un excedente de TREINTA Y CUATRO MILLONES DOSCIENTOS SESENTA Y OCHO MIL CUATROCIENTOS VEINTISIETE PESOS MCTE $34.268.427.oo, a favor de la ESE Hospital Pio [sic] X del municipio de la Tebaida, autorícese a la Tesorería del Instituto Seccional de Salud del Quindío, se proceda a consignar dicho valor a la cuenta oficial que registre la referida entidad hospitalaria, una vez quede ejecutoria [sic] la presente resolución.

ARTÍCULO TERCERO: Notificar personalmente el contenido de la presente resolución al Gerente de la ESE Hospital Pio [sic] X del municipio de la Tebaida, doctor CARLOS ARTURO MARIN MARTINEZ o quien haga sus veces, advirtiéndole que contra misma [sic] procede el recurso de reposición el cual podrá interponer en el momento de la diligencia de notificación personal o dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a ella, por escrito ante la Dirección del Instituto Seccional de Salud del Quindío, y con las formalidades contenidas en el C.C.A.

ARTÍCULO CUARTO: La presente resolución rige a partir de la fecha de su ejecutoria”

Contra la Resolución anterior la demandante presentó recurso de reposición [fls.21 a 25 c1], solicitando revocarla y ordenar el reconocimiento y pago de la suma de novecientos treinta y tres millones [fls.24 y 25 c1], con base en los siguientes hechos y argumentos:

“[…] TERCERO: Al existir una diferencia entre el valor cobrado por la ESE y el valor a reconocer por parte de la ISSQ, las partes por mutuo acuerdo convocaron una reunión donde estuvieran presentes la señora Alcaldesa [sic] del Municipio [sic] de La Tebaida, la Junta Directiva de la Ese Hospital y su Gerente, así como representantes del ISSQ con el fin de  llegar a un posible acuerdo que dirimiera la diferencia.

CUARTO: Efectivamente la reunión se llevó a cabo en el Municipio [sic] de La Tebaida con los representantes de cada Institución donde se acordó entre otros puntos que “El [sic] ISSQ se comprometía (y así lo aceptó públicamente) a elevar consulta ante el Ministerio de la Protección Social respecto al procedimiento para la asignación de techos presupuestales para la compra de servicios a la población pobre no afiliada y en especial concepto acerca del reconocimiento o no de valores cobrados por la ESE” acuerdo o conciliación que se confirma con el oficio de Noviembre [sic] 23 de 2005 emanado del ISSQ; donde aceptan el compromiso adquirido por parte de si [sic] Institución.

[…]

FUNDAMENTOS DEL RECURSO

[…] El DNP avaló una nueva población SISBEN y el Departamento realizó los cruces de bases de datos, arrojando una población muy superior a la por ustedes tomada en cuenta al momento de realización del convenio y que puede ser confirmada en la oficina de sistemas del ISSQ, esta información no se tuvo en cuenta para efectos del parágrafo primero antes enunciado.

[…] el valor real a pagar a cada IPS será lo facturado siempre y cuando no se pase de los recursos que en total tenía el Instituto y no lo asignado en forma inicial en cada convenio, esto es en concordancia con al [sic] ley 715 de 2001 sobre compra de servicios y no simples transferencias. 

[…]

De lo que se deduce que es no solamente posible si no legal el adicionar y pagar a nuestra entidad un mayor valor de lo inicialmente pactado, y dentro de los limites [sic] de los recursos existentes en la bolsa general.

El acta de liquidación elaborada por el ISSQ en forma extemporánea, no incluye en ninguna parte, informes acerca de las actividades efectivamente prestadas por cada IPS, su valor y lo que se objeta o reconoce según el caso, queriendo esto decir que en ningún momento se realizo [sic] interventoría de las cuentas.

[…]

[…] en especial no se cito [sic] a una nueva reunión con las partes comprometidas para discutir lo pertinente, ni se esperó el termino [sic] prudencial o de ley para que la consulta fuera dilucidada por escrito, sino que sencillamente y pasando por encima de las instituciones y de los habitantes del Municipio [sic] de La Tebaida, quienes son los más afectados con esta decisión, se tomó una decisión dictatorial […]” [fls.22 a 24 c1].

Dicho recurso fue resuelto por la Resolución número 854, de 27 de diciembre de 2005, expedida por la Directora del Instituto Seccional de Salud del Quindío [fls.26 a 30 c1], por medio de la que se resolvió el recurso de reposición presentado por la entidad demandante contra la Resolución 710, de 29 de noviembre de 2005, en cuyos considerandos se sostuvo:

“[…] En cuanto a las cuentas de cobro acompañadas de los RISP, que prestó [sic] el hospital a la población objeto por valor de $933.000.000.oo, el convenio en mención es claro al establecer en la cláusula tercera que el valor del convenio asciende a la suma de $270.173.709.oo […] Nótese entonces que el valor del convenio fue previamente establecido y acordado por las partes, al igual que su forma de pago y los soportes que el Hospital debía presentar para su respectivo pago, pensar en un mayo valor cuando no se cuenta con las disponibilidades y registros presupuestales que los amparen, carece de toda desproporción cuando el Instituto solo puede comprometerse como así quedó expreso en el convenio, por el monto del cual contaba en su presupuesto.

De tal suerte, que bajo los parámetros en que fue suscrito el convenio no puede existir un reconocimiento diferente al valor que ha sido fijado en el mismo, toda vez que la ley es muy enfática al respecto al señalar como lo hace el Estatuto Orgánico del Presupuesto, Decreto 111 de 1996, artículo 71, que “Todos los actos administrativos que afecten las apropiaciones presupuestales deberán contar con certificados de disponibilidad previos que garanticen la existencia de apropiaciones suficiente [sic] para a tender [sic] estos gastos…”. Advirtiendo la misma disposición, que ninguna autoridad podrá contraer obligaciones sobre apropiaciones inexistentes, o en exceso del saldo disponible.

Trátase [sic] entonces de una prestación de servicios de salud que fue debidamente convenida, con unos términos estipulados y obviamente con una suma fijada y especificada para ser cancelada de igual manera.

En lo que se afirma de haberse convocado una reunión con los representantes de la Junta directiva de la ESE, la señora Alcaldesa [sic] del municipio de la Tebaida e integrantes del Instituto, es cierto que esta reunión se llevó a cabo, pero lo que es totalmente contrario a la realidad y falso, es que tal reunión tuviera como finalidad la de un acuerdo que dirimiera la diferencia, puesto que lo que allí se trato [sic], fue un tema diferente a este convenio, y consistía en la firma del nuevo convenio para la vigencia del 2005, hecho esta que aún no se ha realizado.

[…]

De tal manera que la resolución que expidiera el Instituto para efectuar la liquidación unilateral del convenio, guarda total correspondencia con los supuestos que exige la norma (ley 80 de 1993, artículo 61) para que tenga procedibilidad, al no haber sido posible la firma del acta bilateral por parte del Hospital, a pesar de las repetidas ocasiones en que se le solicito [sic]. En este sentido, el supuesto que se predica […] no tiene ningún asidero lógico y concordante con los hechos acontecidos.

De otra parte, el convenio en mención cuenta con su respectivo informe de interventoría suscrito por el funcionario asignado, lo que dio transito [sic] a la elaboración del acta de liquidación y consecuente con su no firma, a la liquidación unilateral adoptada mediante el acto administrativo que es objeto de este recurso, lo que no se acepta la afirmación que al respecto se hace de no haberse realizado interventoría” [fls.26 a 29 c1]

De acuerdo con las anteriores consideraciones se confirmó en todas sus partes la Resolución número 710, de 29 de noviembre de 2005 y se ordenó notificar personalmente, lo que ocurrió el 29 de diciembre de 2005 según constancia en la cara posterior del folio 30 del cuaderno 1.

Pues bien, en estas circunstancias se debe partir de una realidad jurídica consistente en la existencia de un acto administrativo que se encuentra en firme y produciendo a plenitud sus efectos, cuya legalidad no fue impugnada judicialmente por la actora.

Con otras palabras, si la actora presentó una petición para que en la liquidación del convenio se tuvieran en cuenta unas sumas a título de restablecimiento de la ecuación económica o financiera del mismo y esta fue denegada por la administración pública contratante mediante un acto administrativo que se encuentra en firme y lo ampara una presunción de legalidad, decisión ésta con la cual se ha mostrado de acuerdo la contratista pues no la cuestionó en la vía judicial, no puede ahora pretender que por vía de la acción contractual le sea reconocido algo que ya le fue negado a través de un acto administrativo que existe, se presume legal y está produciendo a plenitud sus efectos.

En síntesis, si lo que la actora pretendía era que se declarara el desequilibrio de la ecuación financiera del contrato y que en consecuencia se le reconocieran la suma equivalentes a $“SEISCIENTOS SESENTA Y DOS MILLONES OCHOCIENTOS VEINTISEIS MIL DOSCIENTOS NOVENTA Y UN PESOS ($662.826.291.oo), correspondientes a la diferencia existente entre el valor abonado y el valor real del convenio”, debió impugnar la legalidad del acto por el cual la Administración le negó esa petición, esto es, la Resolución 710 de 29 de noviembre de 2005, y la Resolución 854 de 27 de diciembre de 2005 con la que se confirmó la anterior y se desató el recurso de reposición presentado por la demandante, ambos expedidos por la Directora del Instituto Seccional de Salud de Quindío, como así no lo hizo, no puede venir ahora a hacer tal reclamación, pues lo impide la existencia y la presunción de legalidad del acto administrativo que negó ese pedimento. 

Ahora, aunque en el presente asunto lo pertinente era impugnar la legalidad del acto administrativo por el cual la Administración liquidó unilateralmente el contrato [y aquel que la confirmó], no se puede afirmar que se imponga un fallo inhibitorio
, la Sub-sección siguiendo su jurisprudencia resuelve para el caso declarar de oficio la ineptitud sustantiva de la demanda
.

La Sala llega a estas conclusiones por razones sustantivas, esto es, por no haber sido los actos administrativos, la Resolución 710 de 29 de noviembre de 2005, y la Resolución 854 de 27 de diciembre de 2005 con la que se confirmó la anterior, siendo esto requisito sine qua non para estudiar de fondo el asunto
, por lo que habrá lugar a modificar la sentencia apelada de primera instancia, con base en los anteriores argumentos.

8. Costas. Finalmente, toda vez que para el momento en que se profiere este fallo, el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 indica que sólo hay lugar a la imposición de costas cuando alguna de las partes haya actuado temerariamente y, en el sub lite, ninguna procedió de esa forma, no habrá lugar a imponerlas.
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

PRIMERO. MODIFICAR la sentencia apelada de 11 de febrero de 2010 proferida por el Tribunal Administrativo del Quindío, y en su lugar declarar la ineptitud sustantiva de la demanda, por las razones expuestas en el presente proveído.

SEGUNDO. Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE inmediatamente el expediente al Tribunal de origen.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE 

OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ

Presidenta de la Subsección C

JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA

Magistrado
� Por auto de 11 de julio de 2006 [fl.54 c1].


� Notificada la entidad demandada [fls.61 y 62 c1].


� Como excepciones formuló las siguientes: (1) cobro de lo no debido; y, (2) convenio cumplido.


� Por auto de 15 de noviembre de 2006 [fls.457 y 458 c1].


� El apoderado de la parte demandada argumentó: “[…] Siendo por consiguiente, la interpretación de la cláusula tercera del convenio, tomando su contenido de manera conjunta e integral y no aislada, tenemos que el valor definitivo del convenio está condicionado, y limitado, a los recursos disponibles conforme a la distribución que se realice de acuerdo a lo estipulado en el artículo 49 de la ley 715 de 2001, y con la autorización del interventor del convenio, que lógicamente no podrá excederse del tope de los recursos limitados, distribuidos por Instituto que son asignados por el gobierno central, a través de la cartera ministerial de la Protección Social. Los Rips y lo facturado a terceros, no da mayor derecho ni podrá exceder el valor máximo establecido del convenio, y el interventor tampoco podrá autorizar pago diferente, dada la disponibilidad de recursos limitados, girados por el Estado, ni contrariar normas de presupuesto y menos respecto al convenio que le realiza interventoría […] Finalmente, como puede observarse en lo obrante en el expediente, no existen modificaciones o adiciones al convenio 024 de 2004, que le permita a la demandante alcanzar unas pretensiones que están por fuera de lo pactado en el convenio (Ley para las partes). Mal haría el Instituto comprometer partidas que han sido giradas del nivel central, con destinaciones específicas y bajo parámetros previamente establecidos para ser distribuidos a la red hospitalaria del departamento del Quindío, al asignarle una cantidad por más de tres (3) veces a un hospital, como es el caso que nos ocupa, en detrimento de los demás hospitales que conforma la red pública” [fls.462 y 463 c1].


� Celebrada el 27 de enero de 2009 se declaró fallida [fls.475 a 477 c1].


� La parte demandada nuevamente presentó alegatos de conclusión reiterando lo planteado en la anterior ocasión [fls.486 a 489 c1]. A su vez, el apoderado de la parte actora en sus alegaciones reiteró lo sostenido en la demanda [fls.491 a 496 c1]. El Ministerio Público en su concepto [fls.499 a 503 c1], solicitó no acceder a las pretensiones ya que “no se demostró en el desarrollo de la presente litis modificación alguna al convenio inicial, ni cuentas de cobro debidamente avaladas por el interventor, ni informes que demuestren el monto que reclama la entidad demandante, y como consecuencia un desequilibrio económico en las prestaciones pactadas; además, no se cuestionó, ni se pidió la nulidad del acta de liquidación unilateral”.


� “Destaca la Sala la limitación de la eficacia de los testimonios consagrada en el art 232 del C.P.C; limitación que no significa que los testimonios sean inapropiados para demostrar las obligaciones originadas en u  contrato o convenio, ni que se deba probar exclusivamente con prueba documental escrita; sino la necesidad que tiene el juez de apreciar las pruebas, en conjunto, de acuerdo a las leyes de la sana crítica” [fls.521 y 522 cp].


� “Es decir, que para la Sala el documento (C.D), no cumple el fin de la prueba, pues no da certeza acerca de los hechos narrados por el accionante, básicamente no despeja dudas razonables para dar convicción a la misma, respecto a que las personas enunciadas e identificadas en el aludido documento (C.D) fueron realmente atendidas en el Hospital Pio X con ocasión del convenio 024/2004, por ser consideradas población vulnerable y por ende que exista mayor cantidad de prestación de servicios” [fl.523 cp].


� Al respecto consultar, por ejemplo, Sección Tercera, sentencias del 23 de abril del 2009, expediente 17160; sentencia de 20 de mayo de 2009, expediente 16925.


� En relación con la aplicabilidad del principio de congruencia en lo que corresponde a la resolución del recurso de apelación puede consultarse el pronunciamiento efectuado recientemente por la Sala, mediante providencia fechada en abril 1 de 2009, dentro del expediente 32.800, con ponencia de la señora Magistrada Ruth Stella Correa Palacio, en la cual se puntualizó: “De conformidad con el principio de congruencia, al superior, cuando resuelve el recurso de apelación, sólo le es permitido emitir un pronunciamiento en relación con los aspectos recurridos de la providencia del inferior, razón por la cual la potestad del juez en este caso se encuentra limitada a confrontar lo decidido con lo impugnado en el respectivo recurso y en el evento en que exceda las facultades que posee en virtud del mismo, se configurará la causal de nulidad prevista en el numeral 2 del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, relativa a la falta de competencia funcional”.


� Dicho principio ha sido definido por la doctrina como: “La facultad exclusiva del individuo de reclamar la tutela jurídica del Estado para su derecho, y en la facultad concurrente del individuo con el órgano jurisdiccional, de aportar elementos formativos del proceso y determinarlo a darle fin”. O como dice COUTURE, es el principio procesal que asigna a las partes y no a los órganos de la jurisdicción la iniciativa, el ejercicio y el poder de renunciar a los actos del proceso (…) Son características de esta regla las siguientes: (…) El campo de decisión del juez queda determinado especial y esencialmente por las pretensiones del demandante debido a que el juez no puede decidir sobre objeto diverso a lo en ellas contemplado” (negrillas adicionales). López Blanco, Hernán Fabio, Instituciones de Derecho Procesal Civil Colombiano, Parte General, Tomo I, Dupré Editores, Bogotá, 2005, Pág. 106.


� Al respecto, ver por ejemplo, sentencia de la Corte Constitucional C-583 de 1997.


� Sección Tercera, sentencia de 9 de febrero de 2012, expediente 21060.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, Sentencia del 14 de marzo de 2012, Exp. 21578, Sentencia del 28 de marzo de 2012, Exp. 20393, Sentencia del 9 de julio de 2014, Exp. 29.056, entre otras. 


� J. O. SANTOFIMIO GAMBOA. Tratado de derecho administrativo. Acto administrativo. Op. cit. p. 54-55


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, Sentencia del 12 de junio de 2014, Exp. 27590, Sentencia del 9 de julio de 2014, Exp. 29.056.


� Sobre este aspecto cfr. H. F. LÓPEZ BLANCO. Instituciones de derecho procesal civil colombiano.  Parte General. T. I, Bogotá, Dupré Editores, 2009, p. 967 a 977.


� Y aunque  podría proceder en tal evento decidir de fondo negando pretensiones, habida cuenta de que existe un acto administrativo que ya denegó la petición elevada, que está produciendo todos sus efectos, que se presume legal y que está incuestionado.


� Sub-.sección C, sentencia de 29 de abril de 2015, expediente 36945.


� Esto quiere decir, entonces, que no se ampara la Sala en razones eminentemente formales o de nomen iuris de la pretensión ejercida, pues se tiene bien claro  el deber que le asiste al Juez Administrativo de interpretar la demanda en el sentido que haga efectivo el derecho al acceso material de la administración de justicia. Sub-sección C en sentencia de 16 de marzo de 2015, expediente 31429.





